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Resumen  
Con una visión retributiva y de defensa social la jurisprudencia en Colombia venía asumiendo 
la privación de la libertad, sin posibilidad de modificaciones, cuando un adolescente comete 
un delito grave, sin embargo, con ese criterio se diluye la finalidad protectora, educativa y 
restaurativa de la sanción contemplada en el Código de la Infancia y la Adolescencia –CIA- 
y, además, se afecta la integración familiar y social del infractor.  
Atendiendo las pautas internacionales sobre protección de niños, niñas y adolescentes –
NNA- en asuntos penales, las restricciones a la libertad deben estar amparadas en el interés 
superior de éstos el cual propende por su formación como ciudadano que asume y respeta los 
derechos humanos. 
Las visiones retributivas y de protección de la sociedad, si bien no se pueden descartar, no 
son prioritarias cuando se trata de someter a un adolescente a un proceso de rehabilitación 
luego que ha cometido un delito grave, por tanto, son las necesidades del adolecente infractor, 
principalmente, las que determinaran cual puede ser la sanción adecuada.  
Con esa perspectiva, las interpretaciones de las normas que regulan el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes –SRPA- deben propender por sanciones que se 
cumplan en libertad y si ésta no es recomendable por la gravedad del delito, se deben buscar 
mecanismos que permitan acceder paulatinamente a la libertad.   
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The principle of deprivation of liberty as a last resurte in the criminal responsibility 
system for adolescents in Colombia 
 
Abstract 
With a retributionist and social defense vision, jurisprudence in Colombia had been assuming 
the deprivation of liberty without the possibility of modifications, when a juvenile committed 
a serious crime. However, with this judgment the protective, educational, and restorative 
purpose of the punishment is diluted, contemplated in the Childhood and Juvenile Code 
Offender's, and family and social integration of the offender is also affected.  
Considering international recommendations for the protection of children and adolescents in 
criminal matters, the restrictions on liberty must be protected by the supreme interest of them, 
which based its development as a citizen to assure the respect in human rights.  
The retributionist and protection vision of the society, although it cannot be ruled out, is not 
a priority when it comes to subjecting a juvenile, to a rehabilitation process after he or she 
has committed a serious crime, therefore, there are the needs of the delinquent juvenile, 
mainly, those that will determine which may be the appropriate sanction.  
Under this perspective, interpretations of rules that regulate the criminal responsibility 
system for juveniles, should tend to penalize under fulfilled in freedom, and if this is not 
recommended due to the seriousness of the crime, mechanisms should be sought that allow 
gradual access to freedom.  
  
Keywords: Adolescent, Juvenile, Criminal Responsibility System, Sanction, Child's 
Best Interest, Educational or Pedagogical Principle, Deprivation of Liberty, Social Defense, 











Con promulgación del CIA, Colombia buscó amoldar su legislación a los parámetros 
del art. 44 Constitución Política, así como a los instrumentos internacionales que reconocen 
los derechos prioritarios de niños, niñas y adolescentes y exigen su protección integral por 
parte del Estado, la Familia y la sociedad (ARIAS, 2010) . 
A partir del reconocimiento de los NNA como sujeto de derechos se estructuran 
mecanismos de protección, así como la forma en que los mismos deben operar.  Es por eso 
que en la primera parte del CIA se destacan cuáles son sus derechos, quienes deben disponer 
su protección y, seguidamente, se establece el procedimiento de restablecimiento de derechos 
cuando hay afectación de los mismos (CONPES 3629, 2009). 
Como quiera que los comportamientos delictivos merecen una atención especial ante 
su incidencia en la sociedad y las víctimas, en especial su reacción frente al infractor, la 
segunda parte del código establece un sistema para adolescentes que, entre 14 y 18 años, 
incursionan en el ámbito delincuencial mientras que, para quienes no alcanzan los 14 años, 
dispone un trámite de restablecimiento de derechos por vía administrativa.  Delimita de esta 
forma la capacidad de las personas que no han llegado a la madurez social y la posibilidad 
de determinarse acorde con ella (BONILLA, 2009). 
En la Observación general núm. 24, el Comité sobre los derechos del niño destaca 
que la responsabilidad de los adolescentes se fija bajo unos derroteros especiales enfocados 
hacia su protección y formación de ahí que, cuando se estima privarlos de la libertad, se debe 
considerar que esa posibilidad debe utilizarse como último recurso, por un breve tiempo y 
siempre con una perspectiva educativa y de integración familiar y social.  No asume la 
retribución como fin principal de la sanción como sucede en la regulación del código penal 
para adultos.  
Esa perspectiva consagrada en el CIA fue alterada, de manera poco congruente, por 
la ley 1453 de 2011, dando lugar a diversas interpretaciones, siendo la más polémica aquella 
que se aleja de los principios plateados en el citado código y los instrumentos internacionales, 
en particular, el principio de privación de la libertad como último recurso en graves conductas 
delictivas (Corte Suprema de Justicia, 2014, Rad. 44102, p. 9).   
En este artículo se analizarán las dos principales posiciones asumidas por la judicatura 
a partir de las reglas de interpretación fijadas para el SRPA, esto es, quienes estiman que la 
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privación de la libertad es obligatoria por el tiempo que estime el Juez en casos establecidos 
en la ley como graves y la de quienes consideran que se debe analizar las necesidades del 
adolescente infractor, así como el contexto del delito cometido atendiendo el mencionado 
principio de manera excepcional.  
En la primera parte del artículo se estudiará la privación de la libertad de adolescentes 
en Colombia al igual que las pautas internacionales asumidas por medio del bloque de 
constitucionalidad para considerarla como medida de último recurso.  En la segunda parte se 
abordará el contenido y alcance del principio al igual que su aplicación frente a delitos graves 
y, finalmente, en la tercera parte se analizarán las diversas posiciones de la jurisprudencia 
con una visión crítica ante la falta de consistencia frente a los principios que orientan el 
sistema penal juvenil.  
 
1. Antecedentes del principio de privación de la libertad como último recurso en 
Colombia  
A lo largo de la historia los comportamientos de los NNA es que se consideraban 
indebidos, entre los que encontraban los delitos, eran abordados por su familia o a quienes 
en el medio social se les delegaba la facultad de corrección para imponer medidas o sanciones 
sin ritualidades (ARIAS, 2010) .   
No existía claridad o delimitación entre lo que se consideraba delito y los 
comportamientos que no se adherían al querer de la sociedad o la familia, por tanto, actitudes 
poco relevantes, por ejemplo, la holgazanería o la rebeldía generaban castigos del mismo 
orden que cuando se cometían delitos, siendo característico que las medidas no estaban 
precedidas de un proceso y quienes las imponían tenían amplias facultades para fijar el 
tiempo y condiciones de las mismas.  La casa de corrección de Paiba en Bogotá a comienzos 
del siglo XX, es ejemplo de la situación de los niños infractores (PACHON, 2012). 
Orfelinatos y reformatorios se convirtieron en centros a los que eran llevados los NNA   
bajo criterios poco claros y carentes de control respecto de los funcionarios a los que se les 
encargaba su protección. En palabras de Dorado Montero eran niños y jóvenes que se 




Tal situación cambió con el concepto de derechos humanos al consagrar que todas las 
personas, entre ellas los NNA, tienen los mismos derechos y corresponde a los Estados 
respetarlos y garantizarlos bajo criterios de igualdad (CILLERO, 2004).   La Corte 
Constitucional en sentencia C-019 de 1995 (p. 25-26), señala que los principios penales, en 
particular, el de legalidad, debido proceso, defensa, presunción de inocencia y segunda 
instancia son exigencias que garantizan los derechos de NNA y son base esencial de los 
sistemas penales juveniles. 
Los regímenes procesales que antecedieron a la ley 1098, estaban marcados por el 
concepto de la situación irregular en el cual la sanción al infractor penal se imponía con una 
visión tutelar –art. 204 Decreto ley 2737 de 1989- en la que el principio de legalidad quedaba 
seriamente cuestionado (RIVERA, 2005).  La gravedad de la infracción o la protección de la 
sociedad no eran relevantes, pues el NNA eran viston como objeto de protección más que 
como sujetos de derechos de ahí que cualquier medida que se adoptara tenía un enfoque 
benefactor y, por lo mismo, el Juez contaba con amplias facultades para imponer, modular y 
ejecutar la medida.  
Esa fue la perspectiva con la que la Corte Constitucional analizó el art. 167 del Código 
del Menor -sentencia C-019 de 1993-, tras considerar que en esta clase de procesos no se 
proferían sentencias de naturaleza “condenatoria”, salvo las que implicaran privación de la 
libertad, pues, el juez puede imponer medidas con un fin protector y pedagógico, pero no de 
orden condenatorio.    
En el fondo la Corte no consideraba que el proceso que se adelantaba al menor 
infractor tuviera una naturaleza penal, pues la finalidad de las medidas que se le imponían 
estaban dirigidas a lograr su rehabilitación, educación y protección, pero, al advertir que 
algunas de éstas podían implicar la privación de la libertad, sin mayor explicación, acude a 
la Convención sobre los Derechos del Niño –CDN- para habilitar la segunda instancia, que 
era el tema propuesto en la demanda de constitucionalidad del citado art. 167. 
Pero este criterio no lo mantuvo la Corte, pues en la sentencia C-817 de 1999, al 
estudiar al derecho a la defensa técnica estimó que la misma también cobija a los NNA y, en 
consecuencia, es obligatoria y no potestativa como lo consagraban los arts. 166, 185, 191 y 
199 del Decreto 2737 de 1989.  Si bien el Alto Tribunal en este fallo sostiene que a los NNA 
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que sean declarados responsables en asuntos penales se les imponen medidas de 
rehabilitación y reeducación, lo cierto es que asume que se trata de un proceso penal. 
Es en la sentencia C-203 de 2005, en donde la Corte aborda con mayor profundidad 
el tema del procesamiento de NNA infractores y recuerda que, a partir del art. 37 de la CDN  
y las Reglas de la ONU para el procesamiento de menores -Reglas de Beijing-, se trata de un 
proceso especial y diferenciado en donde se deben respetar las garantías penales mínimas 
para asuntos penales y, centrados en las medidas, destaca que al fijar las misma deben darse 
proporcionalidad entre fallo y la gravedad del comportamiento, así como las circunstancias 
del joven al igual que la necesidad de la sociedad (ARIAS, 2010) .   
Además, recomienda que la restricción de la libertad debe ser mínima puesto que se 
estiman inadecuados los enfoques meramente punitivos para combatir la criminalidad de 
menores.  El interés superior que los cobija apunta al respeto de sus derechos con miras a su 
integración en la sociedad razón por la que la condena no gira en torno a la gravedad del 
hecho y la finalidad preventiva de la pena, sino que el Juez debe recabar en las condiciones 
del infractor con miras a su rehabilitación.     
Advierte, eso sí, que la CDN propugna por que los internamientos únicamente se 
imponga frente a actos graves y violentos contra otra persona, por reincidencia en graves 
delitos o cuando no haya otra posibilidad institucional para resguardar  la seguridad.  Guiados 
por el bienestar del infractor y la promoción del interés superior, el Juez tiene la potestad de 
disponer la suspensión del trámite en tanto las circunstancias así lo aconsejen (Reglas de 
Beijing, 1985, pp. 12-13).   
Destaca que las restricciones de la libertad tienen carácter residual, esto es, deben 
emplearse de manera excepcional por periodos lo más breves posible aspecto que no conlleva 
a la impunidad, pues la Regla 18 de Beijing determina que con miras a una mayor flexibilidad 
y evitar el confinamiento las autoridades puedan adoptar diversidad de decisiones en la 
medida que favorezcan la formación del joven.   
Con la ley 1098, se mantiene esta perspectiva dado que tiene como punto de referencia 
la CDN instrumento que, con una visión holística (CARMONA, 2011), enfatiza en la 
formación y educación del infractor, en particular, el principio de privación de la libertad 
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como último recurso y la búsqueda de alternativas en libertad al igual que la posibilidad de 
modificación de la sanción (COUSO, 2006). 
 
2. El principio de privación de la libertad como último recurso 
Considerando que, según Robert Alexy, los principios son mandatos de optimización 
que disponen que algo se realice en tanto las posibilidades lo permitan (ISLAS, 2011), al 
establecer como principio la privación de la libertad como último recurso, se exige que las 
legislaciones nacionales, así como los interpretes de las mismas, atiendan este parámetro de 
optimización en relación con NNA infractores. 
Se trata que la respuesta frente al trasgresor de la norma penal no siga la línea 
tradicional de la retribución o castigo aflictivo el cual se reflejaba en la restricción de la 
libertad de locomoción (TORRES, 2006), sino que se priorice la obligación del estado de 
brindar protección al infractor y propiciar su integración a la familia y la sociedad más que 
la retribución como función prioritaria como en la justica de adultos.  
La reclusión afecta la formación del adolescente y limita su pleno desarrollo como 
ciudadano dada la manera en que se cumple, generalmente, en hacinamiento y con 
limitaciones a su privacidad (BEGALLI, 2003).  El diseño de programas externos con apoyo 
de la familia y la comunidad son factores positivos que resultan más adecuados en la 
educación del joven y su rehabilitación (LÓPEZ-LATORRE, GARRIDO, 2005). 
Al infractor se le debe tratar con dignidad y atendiendo sus necesidades considerando 
su edad (HERRERO, 2008).  Se trata de buscar su formación a través de la convicción o 
persuasión más no de la imposición o coerción, como tradicionalmente sucedía en los 
modelos paternalistas y es por eso que la acción educativa debe estar encaminada a que el 
adolescente entienda que la sanción se le impone en virtud del “interés superior” al que tiene 
derecho, solo así, como señala Manuel Puig i Agut, “el menor aminora la sensación de estar 
sometido a una medida punitiva, que casi siempre considera injusta e inmerecida, y se coloca 
en la disposición necesaria para aprovechar el tiempo impuesto para su enriquecimiento 
personal” (DOLZ, 2007). 
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Es cierto que la búsqueda de una pena justa y proporcional genera que el Juez acuda 
a pautas rígidas (DE LA MATA BARRANCO, 2007), generalmente contempladas en la ley, 
sin embargo, en el caso de los adolescentes infractores su labor exige la construcción de la 
sanción en el caso concreto considerando los principios y reglas, al igual que las condiciones 
que rodean al adolescente en el caso concreto.   
No se trata de prohibir sanciones que impliquen internamiento, es solo que el mismo 
procede ante actos graves y en tanto no exista otra respuesta alternativa así sea no 
institucional o de apoyo comunitario (VASQUEZ, SERRANO, 2007).  Con esa visión se 
deben generar alternativas de respuesta que brinden apoyo a partir de las necesidades del 
adolescente infractor.  
Este postulado conlleva también a que, si hay necesidad de aplicar la privación de la 
libertad, se otorguen facultades a los funcionarios a cargo del asunto penal para que, 
periódicamente, verifiquen la ejecución de la sanción con miras a variarla por otra de carácter 
externo en tanto las condiciones lo recomienden.  Esta flexibilidad conlleva a que el tiempo 
de la medida pueda variar, así como las condiciones fijadas al momento de su imposición. 
El alcance del principio apunta, igualmente, a la forma de ejecución de la sanción 
como lo establecen las Reglas de Beijing al igual que las de la Habana al recomendar la salida 
del adolescente mediante permisos, así mismo, el acercamiento con su familia y amigos a 
través de visitas.  La integración con la comunidad se contempla al dar la posibilidad de 
realizar actividades con la misma y permitir que el proceso de educación formal, en lo 
posible, se realice en las mismas condiciones que tendría cualquier joven en libertad.  La 
atención permanente de personal especializado debe enfocar su actuación con esa misma 
perspectiva, dada su importancia al medir el índice de desarrollo humano de una sociedad 
(PADIAL, TOLDRÁ, 2007). 
Finalmente, este principio debe interpretarse de la mano de los fines contemplados en 
el art. 178 del CIA, esto es, el fin protector, formativo y restaurativo que se realiza con el 
apoyo de la familia y de expertos. Esto se afirma porque el Juez al imponer la sanción debe 
verificar el ambiente en el que se encuentra el o la joven, así como sus necesidades y 
ponderarlo con la gravedad de los hechos, pero, eso sí, alejándose de una visión netamente 
retributiva (ARIAS, 2010). 
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Esto no significa que las sanciones a los infractores juveniles no tengan ningún 
ingrediente de retribución, pues el legislador colombiano faculta al Juez, considerar como 
criterio más no como fin para imponer la sanción, tener en cuenta la naturaleza y gravedad 
de los sucesos en que están involucrados, así como los requerimientos de la sociedad. La 
sanción se aleja de la función represora para articular represión y prevención –teorías de la 
unión- (BACIGALUPO, 1994), pero en el marco de la protección dispuesta en los 
instrumentos internacionales para los adolescentes. 
 
3. Alcance del principio de privación de la libertad como último recurso en el sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes en Colombia   
Establecido que se configuró el delito y que el adolescente procesado es responsable, 
el Juez debe imponerle una o varias de las sanciones contempladas en el art. 177 del CIA, 
pero, a diferencias del sistema de adultos en donde cada tipo penal establece la respuesta 
punitiva del Estado y la forma de graduarla, en el SRPA, no hay disposición que indique la 
sanción por imponer como tampoco su cuantificación, tan solo el art. 187 ofrece algunas 
pautas cuando se trata de privación de la libertad (Corte Suprema de Justicia, 2020, Rad. 
52248, p. 9).  
La citada norma consagra que la privación de la libertad será para quienes superen 16 
años y no alcancen 18 años y realicen delitos en los que la sanción mínima señalada en la ley 
sea o supere 6 años de prisión.  En esos eventos la sanción al joven durará de uno a cinco 
años.  
Si se trata extorsión, homicidio doloso, delitos sexuales con agravantes o secuestro la 
sanción que se aplica a los mayores de 14 y menores de 18 años será de privación de la 
libertad entre 2 y 8 años, con el cumplimiento total del tiempo que determine el juez y sin 
“beneficios para redimir penas”.   
Determina también que, en estos casos, parte de la sanción podrá sustituirse por otra  
cualquiera de las descritas en el artículo 177 del mismo estatuto por el lapso que determine 
el juez y de no acatarse podrá acarrear que se retome el internamiento inicialmente impuesto 
o la aplicación de otra medida, eso sí, sin superar el tiempo inicialmente fijado.  Finalmente, 
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precisa, si la sanción está vigente y el implicado cumple los 18 años, la sanción seguirá hasta 
su culminación. 
La norma penal debe ser clara dada la afectación que puede generar frente a los 
derechos y libertades, por tanto, el legislador debe cumplir el principio de taxatividad, como 
un mandato de orden formal y al mismo tiempo considerar, en la mayor medida, las libertades 
y derechos constitucionales (FERNANDEZ, 2021).  Al tratar restricciones a la libertad la ley 
no debe dejar dudas sobre los casos en los cuales procede y, si se genera dubitación en la 
interpretación la solución debe favorecer al implicado.  
Como se aprecia el legislador colombiano fijo los casos en los que procedía la 
restricción de la libertad aspecto que, en principio no advertía problemas, sin embargo, al 
analizar detalladamente la literalidad de la norma las cosas no resultaban claras, en especial 
cuando se comete secuestro, homicidio doloso, delitos sexuales agravados y extorsión, pues 
el inciso 4to. dispone para esos casos cumplimiento de la sanción totalmente y sin posibilidad 
de “redimir pena” en tanto que el inciso 6to. permite que,  parte de la privación pueda ser 
sustituida, por el tiempo que estime el juez, por otra sanción sin rebasar el lapso de la inicial.  
Como se aprecia, primero se exige el cumplimiento del tiempo total de la sanción y, 
luego, que parte de la misma puede ser sustituida por cualquiera otra –no privativa-.  Esto 
generó dos interpretaciones: la primera de quienes consideran que la sanción debe cumplirse 
totalmente sin variación y otros que estiman que la sanción puede sustituirse en tanto las 
condiciones del joven infractor lo permita.  
La primera tesis la respaldo la Corte Suprema de Justicia en decisión de 30 de julio 
de 2014 tras destacar que el art. 187 del CIA describe, de manera genérica, cuando procede 
la restricción de la libertad y precisa: 
“…Ese mandato genérico muestra que el inciso 3º (el que la defensa pretende se 
inaplique) tiene una connotación de norma especial, en tanto ese inciso 2º refiere que 
aquel castigo común tiene cabida, “salvo lo dispuesto en los incisos siguientes”, para 
pasar a regular en el inciso 3º que cuando se trate de delitos como el que se juzgó en 
el caso estudiado, procede la privación en centro de atención especializada y, agrega 
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el inciso 4º, en tales casos la medida será entre 2 y 8 años “con el cumplimiento total 
de la sanción impuesta, sin lugar a beneficios para redimir penas”. 
Nótese, entonces, que no solo por su ubicación en la disposición, sino porque así 
expresamente lo señaló el legislador, los incisos 3º y 4º del artículo 187, tienen el 
carácter de normas especiales y, por tanto, las otras pasan a ser generales, y, por 
conclusión obvia de interpretación, lo especial se prefiere sobre lo común, de donde 
deriva que las pretensiones defensivas son aplicables en la generalidad de los casos, 
pero en los expresamente señalados en los incisos 3º y 4º son de recibo las 
restricciones que la misma ley determinó. 
La misma inteligencia cabe respecto del inciso 6º, que dispone que parte de la sanción 
de privación de la libertad pueda ser sustituida por cualquiera otro de los mecanismos 
del artículo 177. Por los aspectos regulados, este apartado no tiene la inteligencia 
simple de una disposición posterior, sino que, de nuevo, se está ante una norma de 
carácter genérico …” (Corte Suprema de Justicia, 2014, Rad. 44102, pp. 8-9).  
De no aceptarse esta visión, estima, conllevaría a la inaplicación de los incisos 2 y 3 
del art. 187 y, agrega que ante varios alcances de la ley se debe preferir el que permita su 
concreción y no su exclusión, además, estos incisos son normas especiales.  
Esta posición no atendía las reglas de interpretación en asuntos penales, pues ante una 
norma o interpretación restrictiva de derechos debe preferirse la que menos los afecte, en 
estos casos la libertad del adolescente en tanto sus necesidades lo aconsejen.  No puede 
dejarse de lado que en asuntos de NNA el interés superior es un imperativo que ubica la 
favorabilidad de su lado.     
A esto se suma que el principio de privación de la libertad como último recurso 
incluye la posibilidad de variación de la sanción cuando las condiciones lo aconsejen de ahí 
la necesidad de informes de los expertos que los atienden y revisiones periódicas de la 
situación del infractor.  En materia de derechos humanos es imperativa la interpretación 
favorable al derecho involucrado en los eventos en que el derecho interno difiere del tratado 
o convenio internacional, igualmente, conlleva, indirectamente, a la incorporación de la 
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jurisprudencia de los Tribunales internacionales reconocidos que señalan el alcance de los 
tratados (SOTOMAYOR, TAMAYO, 2018). 
Precisamente, a partir del mencionado principio, se construye la segunda posición tras 
considerar que el principio pro persona –también llamado pro homine-  busca que el 
intérprete acuda a la norma de mayor protección y aquella interpretación que tenga el mayor 
alcance dado que beneficia el ejercicio de un derecho fundamental. También sirve cuando se 
trata de aplicar una norma o interpretación restringida que restringe o limita el ejercito de 
derechos humanos (CASTILLA, 2021).    
En otras palabras, cuando una norma presenta disímiles interpretaciones se debe 
asumir aquella que limite en menor grado los derechos los que, si bien pueden ser 
reglamentados o limitados toda vez que no son absolutos, no conlleva a que esas limitaciones 
estén desprovistas de razonabilidad o que carezcan de proporción, sino que se tenga una 
mirada material de su concreción.   Se puede acudir a otras normas para expandir el alcance 
y contenido del derecho pero nunca para limitar las normas esenciales que permiten el 
ejercicio de los derechos (MEDELLÍN, 2019). 
Esta visión surge de la CDN, que en los arts. 37 y 40 establece que se debe velar 
porque el “el encarcelamiento, detención o prisión” de los NNA se realice conforme a la ley, 
como último recurso, por espacios breves y buscando evitar impactos negativos en su 
formación, así mismo, propiciando la promoción de la reintegración del NNA y que éste 
recapacite sobre su función constructiva en el medio social.  Esta visión es reiterada por el 
Comité sobre los derechos del niño en sus observaciones generales núms. 10 y 24.  
Esa misma mirada también la contemplada en las Reglas de Beijing al determinar que 
las jurisdicciones de menores enfatizarán en su bienestar y serán garantes de que la respuesta 
a la delincuencia juvenil sea proporcionada atendiendo las condiciones del infractor como de 
la conducta delictual actualizada.  
Entonces, se plantea como primer objetivo el fomento del bienestar del joven y evitar 
sanciones meramente penales y, como segundo, el principio de proporcionalidad según el 
cual la respuesta a los delitos realizados por jóvenes no debe fundarse solamente en la 
gravedad de la conducta sino también en sus condiciones personales, por ejemplo, su 
14 
 
contorno familiar y comunal, factores de riesgo y de protección, el daño ocasionado y su 
actitud resarcitoria, etc. (Reglas de Beijing, 1985, pp. 11-15). 
Igualmente, el Comité sobre los derechos del Niño, en su observación General No. 
24, recomienda que la ley debe ofrecer al juez encargado de la decisión un abanico de 
alternativas al internamiento, entre otras, los señalados en el párr. 4 del art. 40 de la CDN, de 
tal forma que la limitación a la locomoción se emplee en casos extremos y por tiempos 
breves. 
Esta visión sobre la privación de la libertad la asumió el Tribunal Superior de Bogotá, 
el 11 noviembre de 2014, rad. 11001600071420134000 01, a partir del art. 177 del CIA, tras 
enfatizar que se debe analizar las condiciones particulares del adolescente y sin dejar de lado 
la gravedad del punible y los derechos de los afectados.  Esta posición se ajusta a las pautas 
de la ley 1098, la cual buscó amoldar la normativa nacional a la internacional atendiendo el 
art. 92 de la Constitución Política.  
De la misma forma, se busca que los objetivos que se trazan a través de la sanción se 
vayan concretando en la ejecución de la sanción en la medida que el adolescente asuma y 
cumpla el plan individual que se diseña con miras a orientarlo educativamente y evitar, a la 
vez, los efectos negativos de la intervención penal (CRUZ, 2007).     
Esto último es relevante, puesto que las penas que se imponen a los adultos están 
matizadas por la retribución la que a su vez se respalda en que la culpabilidad del infractor 
solo se compensa con el castigo ante el menoscabo de la autoridad de la norma (JAKOBS, 
1997).  La pena es, entonces, la retribución del mal causado de tal forma que, para quienes 
así piensan, la justificación de del castigo punitivo es la realización de la justicia como valor 
ideal (DURAN, 2021).   Es una perspectiva de retaliación y protección de la sociedad y por 
eso la tendencia del legislador se dirige a exigir su cumplimiento.   
En asuntos de adolescentes tiene prioridad la protección del infractor y su corrección 
por medio de la educación, pues a través de estas se brindan herramientas y valores sociales 
de cara a una vida social productiva (GARRIDO, 2005), de ahí que la mirada retributiva debe 
ceder al momento de la interpretación, pues considerando el proceso evolutivo por el que 
atraviesa, más que retribución lo que necesita es formación. 
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Considerando la visión educativa de la sanción y el interés de lograr la integración 
del adolescente a su familia y entorno social al igual que la promoción de comportamientos 
prosociales (GALVAN-MOYA, DURÁN, 2019), se confieren amplias facultades al Juez 
encargado de imponerlas a partir de las condiciones y necesidades del adolescente infractor, 
así como la gravedad del delito de cara a la “adecuación de la sanción a la conducta y 
condición del joven infractor” (AGUIRREZABAL, LAGOS, VARGAS, 2009).  Es 
necesario, entonces, otorgar flexibilidad funcionario para valorar los aspectos relevantes en 
busca de la respuesta en el caso concreto. 
Tales facultades no pueden traducirse en arbitrariedad de ahí la exigencia para que el 
Juez exponga las razones o motivaciones cuando determina o modifica la sanción (PRIETO 
SANCHÍS, 2005) a partir de los informes que presentan los equipos interdisciplinarios, así 
como la gravedad del delito cometido; esto último no como factor determinante sino como 
un criterio por considerar junto a las demás pautas que indica el art. 179 del CIA. 
Los jueces al justificar sus decisiones acuden a la ley, pero también a sus convicciones 
morales frente al conflicto que debe resolver en cada caso.  En ese escenario, tratándose de 
adolescentes, debe dejarse de lado aquellas convicciones que no se adhieran a los principios 
y reglas que orientan el SRPA (SALINAS, 2010).  En este contexto el género es factor 
relevante por considerar dadas las tradiciones culturales de cada medio social (SÁNCHEZ, 
2004). 
Eso sí, como precisa la Corte Suprema de Justicia en fallo del 22 de mayo de 2013, 
(Rad. 3543, pp. 9-11), la discrecionalidad del Juez tiene limitación legal cuando de privación 
de la libertad se trata de tal forma que si el adolescente ha sido declarado responsable de los 
delitos graves fijados en el CIA no es alternativa imponer cualquier sanción sino que procede 
el internamiento en centro especializado. 
Impuesta la privación de la libertad la misma puede variarse o modificarse 
considerando las finalidades de la sanción al igual que las condiciones individuales del 
procesado y sus necesidades.  Si bien la ley 1098, dice la Corte, permite deducir que la 
privación de la libertad debe estar ejecutándose para que pueda ser reemplazada, la sensatez 
apunta a que se puede sustituir en el fallo si el adolescente en algún momento estuvo en 
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internamiento preventivo y los resultados de esa reclusión junto a necesidades verificadas en 
el proceso del adolescente le sean favorables de cara a la sustitución.  
Contrario a la posición del Alto Tribunal en providencia del 30 de julio de 2014, no 
es que el inciso 4to. del art. 187 del CIA, obligue al cumplimiento total de la sanción fijada 
sin ninguna posibilidad de redención en asuntos de extorsión, homicidio doloso, secuestro, y 
sexuales agravados, pues lo que la norma exige es el cumplimiento total del tiempo de 
sanción impuesta. 
En otras palabras, el lapso fijado en la sanción no puede modificarse, pero la forma 
de ejecución es susceptible de variación en tanto las condiciones del joven, en especial, el 
avance que tenga en su proceso pedagógico indique que puede regresar a su medio familiar 
y social con un mecanismo que no lleve a la privación de la locomoción.  Se puntualiza de 
esta forma el principio de prohibición de exceso que busca evitar una utilización desmedida 
de las sanciones restrictivas de la libertad (ORTS, 2004). 
Se aplica, por tanto, el inciso 6to del mismo artículo, el cual anuncia que parte de la 
sanción puede sustituirse por otra de las enumeradas en el art. 177 del CIA y si se incumple 
nuevamente se puede retornar a la privación de la libertad inicial o se aplicará otra sanción, 
pero el tiempo inicialmente fijado no podrá rebasarse.  
Esta disposición concreta la progresividad de las sanciones y el objetivo de preparar 
al joven para que regrese a su familia y comunidad –rehabilitación y resocialización-.  Así, 
la posibilidad de modificación de la sanción es un estímulo y proyección de la sanción, esto 
es, preparar al infractor para que viva en libertad.  
No puede dejarse de lado que los adolescentes tienen menor capacidad de tomar 
decisiones maduras que los adultos y son más vulnerables a influencia externas en razón de 
la edad por la que atraviesan (JENSEN, NUTT, 2015), además, la construcción de su 
identidad genera la necesidad de verificarse y afirmarse (GUALTERO, SORIANO, 2013), 
de ahí que el comportamiento y el trato que se les dispense debe ser verificado de cara al 
avance que hayan logrado en la ejecución  de la sanción.   
En este sentido apuntan las recomendaciones de la Regla 23 de Beijing, así como las 
de la Habana expedidas por la ONU en resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990, al 
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determinar que los menores deben ser beneficiados con mecanismos que les ayuden a 
reintegrarse a su medio familiar, social y educativo por medio de libertades anticipadas o 
cursos especiales.  Los servicios sociales en este aspecto cumplen un importante papel al 
brindar capacitación al joven, pero, además, al proveerle los medios necesarios para facilitar 
su reintegración.  
A estas recomendaciones se agrega la posición de la Corte Interamericana que, en 
Mendoza vs Argentina, insiste en que la naturaleza de las sanciones contra niños, niñas o 
adolescentes está marcada por una finalidad de reforma y readaptación social tal como lo 
establece el art 5.6 Convencional Americano. La visión de la pena como castigo, sufrimiento 
o aflicción como medio para la corrección del adolescente, no es admitida (GÓMEZ, 2001).  
Esto último no puede dejarse de lado considerando que el Colombia ratificó la citada 
Convención de tal forma que, por vía del control de convencionalidad, los funcionarios a 
quienes corresponda atender los asuntos contra infractores juveniles están obligados a 
respetar esos parámetros convencionales.  La Corte Interamericana reiteradamente ha 
precisado que los estados deben cumplir las disposiciones convencionales y prevenir 
afectaciones a los derechos de los niños.  
Como se puede apreciar, la posición que permite la variación o modificación de la 
sanción restrictiva de la locomoción es la que armoniza con los principios y normas que 
regula el tema dada la perspectiva que tiene frente a los fines de las sanciones y el objeto de 
protección que se debe dispensar a los adolescentes. 
Pero, la Corte Suprema revalúo su postura en providencia del 1 de agosto de 2018, en 
la que, si bien no aborda el tema de la modificación, si acude a los fines de las sanciones, así 
como los instrumentos internacionales para concluir que la privación de la libertad no es 
imperativa aun cuando se trate de eventos en que la ley así lo contempla.  Eso sí, advierte 
que para conservar “el principio de coherencia”, debe verificarse que la Fiscalía haya 
solicitado medida de internamiento preventivo en el curso del proceso y la misma haya sido 
impuesta–art. 181 CIA-.   
Enlaza, entonces, el internamiento preventivo con la sanción dando a entender que la 
necesidad de ésta última obedece a que en el trámite del proceso el joven haya estado internado 
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en programa especializado.  Haciendo alusión a los fines que plantea el art. 178 del CIA, destaca 
que si la Fiscalía no pidió la medida preventiva se quebraría el principio de coherencia y el Juez 
frente a la reclusión en establecimiento especializado debe realizare un diagnóstico y valorar si 
procede acudir a la privación de la libertad como último recurso. 
“…En tales circunstancias, se fracturaría la coherencia propia del sistema si 2 años 
después de la comisión de los hechos, cuando el procesado tiene más de 19 años, se 
dispone la privación de su libertad, que como se advirtió en la normativa nacional e 
internacional debe tener el carácter de «último recurso», quedando reducido su alcance 
al simple y llano componente retributivo, ajeno a las funciones de las sanciones en el 
Código de Infancia y Adolescencia. …” (Corte Suprema de Justicia, 2018, Rad. 50717, 
p. 20). 
Esta novedosa postura es reiterada en providencia del 6 de febrero de 2019, rad. 53.854, 
insistiendo en que deben atenderse los principios que orientan las medidas, así como las 
condiciones particulares del adolescente, igualmente, entiende, que si la Fiscalía no considero 
necesaria medida de aseguramiento de internamiento preventivo no es coherente que en el fallo 
se torne imperativa de la privación de la libertad.  
Si bien esta posición asume las recomendaciones de la normativa internacional sobre 
derechos de NNA, lo cierto es que la regla de privación de libertad para delitos graves que 
contempla el art. 187 del CIA, tampoco los desconoce puesto que el art. 37 de la CDN permite 
su aplicación como último recurso y por periodos breves y la regla 17 de Beijing señala que la 
misma procede en casos de reiteración de comportamientos delictivos graves y cuando se trata 
de actos graves donde concurra violencia contra otras persona.   
Lo que se resalta es que la privación de la libertad no está prohibida, sino que la 
recomendación se dirige a que se imponga de manera excepcional y, además, tener en cuenta 
que puede modificarse en cualquier momento en tanto las condiciones del infractor lo 
recomiende. Esa, precisamente, la interpretación que debe darse al inciso cuarto del art. 187 del 
CIA, sin más condición que la verificación de las necesidades del adolescente. 
Esto último se destaca porque atar la posibilidad de fijación o variación de la sanción a 
que la Fiscalía haya impulsado medida de aseguramiento, no resulta plausible toda vez que no 
es el ente acusador el llamado a valorar la necesidad o no de la sanción cuando la ley tan solo 
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le permite pedir, bajo los presupuestos del art. 181 del CIA, esto es, se trata de evitar 
afectaciones al normal desarrollo del proceso, como lo indica la Corte Constitucional en 
sentencia C-221 de 2017.    
Se trata de un mecanismo preventivo de cara a asegurar los resultados del proceso y 
de protección de la comunidad más no de una medida que propenda por la formación del 
adolescente sometido a un proceso judicial. Al estar vigente la presunción de inocencia en 
curso del proceso deben ser tratados como tales (LANDROVE, 2003).  
Es cierto que, una vez el adolescente comete el delito, la inmediatez de la sanción es 
un factor que influye en la corrección del comportamiento y con esa perspectiva es 
importante que, en tanto se desarrolla el proceso, el adolescente tenga a su alcance un 
mecanismo educativo que lo permita, pero, en el sistema colombiano, la medida de 
aseguramiento no es la vía adecuada considerando que los fines que se persiguen con esa 
medida son diferentes a los señalados para la sanción.   
El restablecimiento de derechos contemplado en los art. 49 y siguientes del CIA 
faculta a la Defensoría de familia para que adopte lo necesario cuando advierta que el 
contorno que rodea al joven vulnera sus derechos, es por eso que, de requerirse, ese puede 
ser el mecanismo de protección cuando el proceso está en curso y no se haya impuesto 
medida de aseguramiento.  
Dado que la independencia y autonomía judicial son principios que regulan la 
administración de justicia, no puede supeditarse la viabilidad de la sanción a que, 
previamente, la Fiscalía haya impulsado y conseguido la imposición de una medida de 
aseguramiento.  El rol del Fiscal se dirige a demostrar que se cometió el delito y quien es su 
responsable en tanto que a la autoridad judicial le compete, establecido el conocimiento 
necesario a partir del recaudo probatorio legalmente recogido, imponer la sanción y verificar 







El trato que se les brinda a los NNA, luego de la expedición de la CDN y los 
instrumentos que la complementan, varió sustancialmente al reconocerlos como sujetos de 
derechos y no como simples objetos que requieren protección. 
Al consagrarse el principio del interés superior y la obligación de protección integral, 
en lo relacionado con los NNA que incursionan en el ámbito penal la restricción de su libertad 
es excepcional y se erige como pauta de indispensable acatamiento cuando se sanciona a un 
adolescente infractos, así como en la ejecución de la misma. 
El citado principio exige que el funcionario encargado de imponer la sanción, luego 
de establecer la responsabilidad del infractor, debe tener en cuenta las necesidades 
particulares de éste y a partir de la finalidades fijadas en el art. 178 del CIA, buscar sanciones 
que no requieran internamientos, pues éstos solo se deben imponer en asuntos en los que 
concurra grave violencia hacia las personas o la reiteración de comportamientos  delictivos 
graves,  conforme lo recomiendan la CDN  en su art. 37 b) y la regla 17 de Beijing. 
El alcance del principio se expande a la ejecución de la sanción, pues los funcionarios 
encargados del control deben verificar periódicamente los avances del adolescente en el 
desarrollo del programa al que es sometido con miras a modificar la sanción por otra que no 
implique la privación de la libertad.  Con esa perspectiva se miran los cambios en sus 
actitudes no aceptables y la reorientación de sus acciones hacia aquellas admitidas por el 
sistema socio jurídico (BAYÓN, 1980). Igualmente deben disponerse mecanismos para que 
las restricciones propias de la sanción se aminoren, por ejemplo, concediendo permisos en 
tanto las condiciones lo aconsejen.  
Este principio se integra al SRPA en nuestro país, dada la adhesión a la CDN y la 
obligación de atender los parámetros de los instrumentos internacionales como lo dispone el 
art. 93 Constitucional. 
A pesar de lo anterior, la interpretación del art. 187 del CIA, ha generado dos 
interpretaciones, en cuanto al cumplimiento y modificación de la privación de la libertad.  La 
primera que la sanción se debe cumplir en toda su extensión por el tiempo que fije el juez y 
sin posibilidad de modificación en tanto que la segunda, atendiendo el principio de privación 
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de la libertad como último recurso, admite la modificación o variación de la sanción si las 
condiciones del adolescente lo ameritan.   
Si bien la Corte Suprema, inicialmente, asumió la primera posición, el 1 de agosto de 
2018 Rad. 50717-, acogió la segunda, pero adujo entre otros argumentos que debía 
observarse si la Fiscalía había solicitado y logrado imposición de internamiento preventivo 
como factor relevante para disponer la privación de la libertad.  
Esto último es cuestionado en atención a que los fundamentos de la medida de 
aseguramiento difieren sustancialmente de los de la sanción y, además, la función del Juez 
al analizar si impone la sanción no puede quedar supeditada a la posición procesal de la 
Fiscalía.  
Finalmente, la imposición de sanciones al adolescente infractor no tiene una estricta 
visión retributiva, sino que debe obedecer a los fines pedagógicos, protectores y 
restauradores como lo establece el CIA.   Esto conlleva a cambiar el paradigma retributivo 
inmerso en el derecho penal tradicional, así como la visión protectora de la sociedad la cual 
cede ante el interés superior de NNA fijado en la normatividad internacional y los arts. 44 y 
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